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Acta No. 213 del 26 de abril de 2017


Expediente No. 66001-22-13-000-2017-00328-00

Se decide por medio de esta sentencia, en primera instancia, la acción de tutela de la referencia, promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, a la que fueron vinculados el Alcalde de ese municipio, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor que en la acción popular que instauró, radicada bajo el número “2017-138”, la Juez accionada, “a dia (sic) 3 de Abril (sic)”, no ha decidido sobre la admisión de la demanda, en desconocimiento del artículo 5º de la Ley 472 de 1998.
2. Considera lesionados sus derechos a la igualdad, al debido proceso y a sus “garantías procesales”. Para su protección solicita se ordene: a) al juzgado accionado, cumplir los términos perentorios y admitir la acción popular en aplicación de los artículos 86 y 96 del Código General del Proceso, 119 del Código de Procedimiento Civil y 145 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y b)  al Ministerio Público, “consigne en q (sic) ha actuado en mis acciones populares y si me ha garantizado mis garantías procesales”.  

ACTUACIÓN PROCESAL

1. Por auto del pasado 6 de abril se admitió la acción y se ordenó vincular al señor Alcalde del municipio de La Virginia, a la Defensoría del Pueblo y al Ministerio Público, ambos de la Regional Risaralda. No se ordenó hacerlo respecto de la entidad demandada en el proceso en el que el actor considera lesionados sus derechos, porque de acuerdo con los documentos aportados, la demanda aún no ha sido admitida y por ende, no ha concurrido a esa actuación.
2. En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Procuradora Regional de Risaralda dijo que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba, al que aún no han sido convocados. Solicita se le desvincule de la actuación.

2.2 La titular del juzgado accionado indicó que por auto del 3 de abril último, decidió inadmitir la acción popular radicada bajo el No. 2017-00138 y se le concedió al actor el término de tres días para que la subsane.

De otro lado señaló que se oponía a las pretensiones de la demanda ya que el accionante insistentemente solicita nulidades, celeridad y pago de costas, a todo lo cual se ha dado respuesta “tratando de no perjudicar el desarrollo de los demás asuntos… que tramita este despacho”.
3. Los demás vinculados guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

2. El problema jurídico que debe resolver esta Sala, consiste en  determinar si en este caso el juez accionado desconoció los derechos fundamentales del actor, en la acción popular que propuso, al no haber decidido sobre la admisión de la demanda, a pesar de que el artículo 5º de la Ley 472 de 1998 establece que esa clase de procesos se tramitarán con el cumplimiento de los principios constitucionales de economía, celeridad y eficacia. 
3. En relación con la mora judicial, la Corte Constitucional, en sentencia T-230 de 2013, expresó:

“3.5.1. La Constitución Política de 1991 consagra los derechos al debido proceso (art 29) y al acceso a la administración de justicia (art 229), los cuales abarcan dentro de su ámbito de protección: (i) el derecho que tiene toda persona de poner en funcionamiento el aparato judicial; (ii) el derecho a obtener una respuesta oportuna frente a las pretensiones que se hayan formulado; y (iii) el derecho a que no se incurran en omisiones o dilaciones injustificadas en las actuaciones judiciales.
 
…

 
En desarrollo de lo anterior, el artículo 228 del Texto Superior dispone que: “Los términos se observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado”, al mismo tiempo que el artículo 37 del Código de Procedimiento Civil, al referirse a las obligaciones del juez, determina que uno de sus deberes es: (…) 6. Dictar las providencias dentro de los términos legales; resolver los procesos en el orden en que hayan ingresado a su despacho, salvo prelación legal; fijar las audiencias y diligencias en la oportunidad legal, y asistir a ellas.”
 
3.5.2. En numerosas oportunidades la Corte ha reiterado la importancia de este deber, entre otras, al sostener que: “Quien presenta una demanda, interpone un recurso, formula una impugnación o adelanta cualquier otra actuación dentro de los términos legales, estando habilitado por ley para hacerlo, tiene derecho a que se le resuelva del mismo modo, dentro de los términos legales dispuestos para ello.”
  Por esta razón, en principio, se ha insistido en que el incumplimiento de la obligación de dictar las providencias en los términos de ley, conduce a la vulneración de los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, por cuanto no permite una respuesta oportuna frente a las pretensiones invocadas por el actor y aplaza la realización de la justicia material en el caso concreto.
 
No obstante, la jurisprudencia también ha señalado que, atendiendo la realidad del país, en la gran mayoría de casos el incumplimiento de los términos procesales no es imputable al actuar de los funcionarios judiciales. Así, por ejemplo, existen procesos en los cuales su complejidad requiere de un mayor tiempo del establecido en las normas y en la Constitución para su estudio, para valorar pruebas o para analizar la normatividad existente. Por ello, la jurisprudencia ha destacado que cuando la tardanza no es imputable al actuar del juez o cuando existe una justificación que explique el retardo, no se entienden vulnerados los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia.
 
…

3.5.6. De lo anterior se concluye que, en primer lugar, todo ciudadano tiene derecho al acceso a la administración de justicia y a una resolución pronta y oportuna de sus solicitudes. En segundo lugar, la tardanza en el cumplimiento de los términos judiciales constituye una mora judicial injustificada cuando (i) se presenta un incumplimiento de los plazos señalados en la ley para adelantar alguna actuación judicial; (ii) no existe un motivo razonable que justifique dicha demora, como lo es la congestión judicial o el volumen de trabajo; y (iii) la tardanza es imputable a la omisión en el cumplimiento de las funciones por parte de la autoridad judicial. En tercer lugar, es excepcional la posibilidad del juez de tutela de alterar el orden de fallo, ya que el ordenamiento jurídico consagra el deber de someterse a un sistema de turnos, con algunas salvedades reconocidas por el legislador.   

 

Como consecuencia de lo expuesto, en cuarto lugar, en los casos de mora judicial injustificada, para que proceda la acción de tutela, (a) además de acreditar la inexistencia de otro (sic) defensa judicial, es necesario que (b) se este (sic) ante la posible materialización de un daño cuyos perjuicios se tornen irreparables. Por último, frente a la mora judicial justificada, según las circunstancias del caso, es posible (i) negar la violación de los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, sometiendo al interesado al sistema de turnos; (ii) ordenar excepcionalmente la alteración del orden para proferir el fallo, cuando el juez está en presencia de un sujeto de especial protección constitucional, o cuando la mora judicial supere los plazos razonables y tolerables de solución, en contraste con las condiciones de espera particulares del afectado; o (iii) en aquellos casos en que se está ante la posible materialización de un daño cuyos perjuicios no puedan ser subsanados, se puede ordenar un amparo transitorio en relación con los derechos fundamentales comprometidos, mientras la autoridad judicial competente se pronuncia de forma definitiva en torno a la controversia planteada. ”
4. La Ley 472 de 1998 que regula lo concerniente al trámite de las accionas populares y de grupo, en el inciso 1º del artículo 20 dice: “Dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la presentación de la demanda o petición inicial, el juez competente se pronunciará sobre su admisión.”
5. Las copias incorporadas al expediente, acreditan los siguientes hechos:

5.1 El señor Javier Elías Arias Idárraga formuló acción popular contra UNE Telecomunicaciones SA; el libelo fue recibido en la secretaría del juzgado accionado el 27 de marzo último
. 
5.2 Mediante proveído del 3 de abril último la funcionaria demandada resolvió inadmitirla y conceder al actor el término de tres días para que la subsanara
.  
5.3 Ese auto se notificó por estado el 4 de abril y ese mismo día se presentó la acción de tutela objeto de esta providencia
.

6. Surge de tales pruebas que el hecho que motivó la solicitud de amparo se encuentra superado y su aspiración principal satisfecha.

En efecto, como ya se indicara, el juzgado accionado ya se pronunció sobre la admisión de la acción popular. Por tanto, puede afirmarse que cesó el hecho en que encontraba el actor vulnerados sus derechos.
Se justifica entonces dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, según el cual: "Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y costas, si fueren procedentes...".

Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional:  

“2.2. Por su naturaleza, la tutela está llamada a operar en aquellos eventos en los que la situación fáctica exige la pronta adopción de medidas de protección, razón por la cual su eficacia radica en la posibilidad que tiene el juez constitucional, si encuentra probada la amenaza o violación alegada, de impartir una orden dirigida a garantizar la defensa actual e inminente del derecho afectado.

2.3. Por eso, cuando la causa de la violación o amenaza de los derechos fundamentales cesa o desaparece, la acción de tutela pierde su razón de ser, pues la orden que pudiera proferir el juez en defensa de tales derechos no tendría ningún efecto, resultando innecesario un pronunciamiento de fondo. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, cuando tal situación tiene lugar se está en presencia de una carencia actual de objeto por hecho superado.

2.4 En reiterada jurisprudencia, la Corte ha expuesto que se constituye una carencia actual de objeto por hecho superado, cuando se produce un cambio sustancial en la situación fáctica que originó la acción de tutela; tendiente a detener la posible vulneración o amenaza, y por consiguiente, a satisfacer la pretensión invocada. En ese escenario, pierde sentido cualquier pronunciamiento encaminado a la protección de derechos fundamentales por parte del juez constitucional. 


2.5 Al respecto, en Sentencia SU-225 de 2013, esta Corporación expuso que: “La carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela.”

2.6. En consecuencia, cuando las circunstancias que motivan la acción de tutela desparecen, no hay lugar a emitir pronunciamiento de fondo, pues, en esos casos, se configura una carencia actual de objeto por hecho superado.”
 
En esas condiciones, se declarará la carencia actual de objeto.
7. Respecto a la pretensión encaminada a que se ordene a la funcionaria accionada admitir la acción popular con sustento en las normas que citó el actor en el escrito de tutela, es necesario indicar que, según quedó acreditado, para el momento en que se formuló el amparo el trámite estaba pendiente de la subsanación de la demanda, es decir que aún no se había producido la decisión de fondo en relación con la admisibilidad de la acción popular, por lo que el amparo constitucional solicitado se torna improcedente, toda vez que el actor contaba con la posibilidad de corregir el libelo o aguardar a que se produjera su rechazo, en cuyo caso tendrá expedito el camino para refutar los argumentos que llevaron a la inadmisión de la demanda, de conformidad con el inciso quinto del artículo 90 del Código General del Proceso que prevé: “Los recursos contra el auto que rechace la demanda comprenderán el que negó su admisión…”
Por sabido se tiene que como mecanismo de protección de los derechos constitucionales fundamentales, la acción de amparo solo procede cuando de resultar vulnerados o amenazados, los medios previstos en el ordenamiento legal no resultan suficientes para garantizarlos. En consecuencia, no puede ser empleada de manera simultánea con los medios ordinarios previstos en la ley para la defensa de los derechos. Ello guarda relación con el segundo de los requisitos generales para la procedencia de la tutela contra providencias judiciales a que se refiere la última providencia transcrita, que como ya se indicara, no se satisface en el caso concreto.
8. Se negará el amparo solicitado frente al agente Ministerio Público, porque no ha lesionado derecho alguno que resulte digno de protección, en razón a que ni siquiera alcanzó a ser citado en la acción popular a que se refieren los hechos de la tutela.
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Declarar la carencia actual de objeto en la acción de tutela propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, a la que fueron vinculados el Alcalde del municipio de La Virginia y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, en cuanto a la pretensión encaminada a ordenar el cumplimiento de los términos perentorios de la acción popular; se declara improcedente la relacionada con su admisión y se niega la dirigida frente al Ministerio Público.
(Continúa parte resolutiva de la sentencia de primera instancia proferida en la acción de tutela radicada 66001-22-13-000-2017-00328-00) 
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase,
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

� Sentencia T-227 de 2007. Sobre la materia también se pueden consultar las Sentencias C-1198 de 2008 y T-527 de 2009.


� Folios 11 y 12


� Folios 12 vuelto


� Folios 1 y 13


� Sentencia T-117A de 2014, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez
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